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RESOLUCIÓN FINAL

I. INTERVINIENTES

Denunciante:

Proveedora deñuneiada' INVERSIONES INMOBILIARIAS ITALIA, S.A. DE C.V.
lí. IirCHOS DENUNCIADOS Y ANTECEDENTES

A. El denunciante , manifestó en su denuncia que fue invitado a una cena ai
él día í:5íf02/2020, y en ese momento le fue ofrecida una mcmbrcsía para poder

ütilizár ení Hotél Lasi-tOjas Resort, y en esa misma fecha pagó por medio de su tarjeta de crédito la cantidad
de $595V00 dólares. fecha 04/09/2020, solicitó la cancelación del contrato y la devolución
del dinero,,pero la proveedora no le brindó respuesta.

R Segiin lo manifestado por el consumidor, los hechos descritos podrían configurar la infracción
estableeida eñ el attículp 44 letra k) de la Ley de Protección al Consumidor -en adelante LPC- que
prescriben /Weganve a /íaéér /a devo/i/c/ón de¿ dinero, cuando el consumidor haya ejercido el derecho de
deMíímimío. reh'úm o rmemóirdepagos''; relacionado al artículo 13-D de la misma normativa que
ipresGribe: '''Wearfdó- W'mmúS'd¿.k^ñeS: o servicios se realice con proveedores legalmente establecidos
en El Salvador medimíé comercio electrónico o cualquier otra modalidad de contratacwn. los
proveedores de bienes o servicios deberán reversar los pagos que solicite el consumidor cuando: h) El
producto adquirido no haya sido recibido, o el servicio contralado no haya sido prestado

€. En fecha 12/07/2021, se dio inicio a la etapa de avenimiento y se le comunicó a la denunciada,

mediante correo electrónico, que se le concedía el plazo de 3 días hábiles contados a partir de la recepción
de la, notificáción,.para: ofrecer alternativas de solución (fs. 16). Posteriormente, en fecha 21/10/2021 el
consumidor ratificó: sü dénüneia y solicitó la programación de audiencias conciliatorias (fs. 17),

notificando a la proveedora en fecha 25/10/2021 de la audiencia de conciliación programada para el día

29/10/2021 (fs. 19). Conforme al acta de resultado de conciliación (fs. 27), se hizo constar que la misma
se suspendió con el propósito que ambas partes valoraran posibles propuc.stas de solución al caso; no
obstarte se efectuó nuevo señalamiento para llevar a cabo la audiencia, estableciendo la sesión para el

día |6/11/2021, notificando a la proveedora en fecha 12/11/2021 (fs. 29); sin embargo, la misma fue
suspendida debido a la Incompareceneia del consumidor, tal como consta en el acta de suspensión de
audiencia dé CónciriaGÍQn (fs

J a -,:#::,



En ese senticio, ei Centro de Solución de Controversias —en adelante CSC—, conforme al artículo i 43

letra a) de la LPCv por haber desistido alguna de las partes a los medios alternos de solución de

controversias, según se consignó en correo electronifco enviado por el eonsumidor (f. 41). Posteriormente,

este Tribunal Saneionador pronunció resolución de inicio del presente procedimiento administrativo en

fecha 1:5/05/2023 45 y 46).

in> PRETENSION PARTICULAR

El denunciante sol icitó:: "la devokición de lo pagado que .es por un monto de $595.00, ya que no ha

hecho uso del senncio desde la contratación ".

W. INFRACCION ATRIBUIDA Y ELEMENTOS DE LA INFRACCION.

A. Infracción atribuida.

Según se consignó en el auto de i n icio (fs. 45-46), a la proveedora denunciada se le imputó la supuesta

comisión de la infracción establecida en el artículo 44 letra k) de la LPC por "Negarse a hacer la

devolución del dinero, cuando el consumidor haya ejercido el derecho de desistimiento, retracto o

revendón de pagos"; en relación al aitículo 13-D letra b) de la misma normativa que prescribe: "Cuando

las ventas de bienes o servicios se realicen con proveedores legalmente establecidos en el salvador

mediante cornercio ekclrónieo ó cualquier Otrd modalidad de contratación, los proveedores de bienes o

servicios deberán reversar los pagos que solicite el consumidor, cuando: (...) h) El producto adquirido

no haya sido recibido, o el servicio contratado no haya sido prestado y artíeu lo 4 letra b) de la misma

normativa que prescribe.' "Sin perjuicio de los demás derechos que se deriven de la aplicación de otras

leyes, los derechos básicos de los consumidores son los siguientes: b) Ser protegido de cobros por bienes

no entregados o servicios no pre.stados ".

Para el análisis de la infracción prevista en el artículo 44 letra k) de la LPC, en relacion a la reversión

de pagot es preciso partir de lo consignado en el artículo 13-D de la LPC, el cual regula expresamente el

derecho dé reversión de pagos que ampara ai consumidor en las contrataciones celebradas en el comercio

electrónico. El ejercicio del derecho a reversión de pagos, supone la devolución total del dinero que el

cdnsumidor erogó, previa comprobación de presupuestos determinados, dicha obligación recae en todos

los participantes del proceso de pago, cuando el consumidor lo solicite. Según la LPC, existen situaciones

generales en las cuales el consumidor podrá reversar la operación, circunstancias, establecidas en el

articulo 13-D de la LPC, el cual señala: "Cuando las ventas de bienes o servicios se realicen con

proveedores legalmente establecido,^ en El Salvador medíanle comercio electrónico o cualquier otra
modalidad de contratación, los pro veedores de bienes ó servicios deberán reversar los pagos que solicite
el consumidor cuando:



a) Ejerza su derecho de reír ^ ^ ^ T

b) El producto adquirido no haya sido recibido, o el servicio coniratado no haya sido preslado;

e) M objeto: dpt contrate no corresponda con lo solicitado, o resulte defectuoso: y

d) Existan crrórés ui d cobro de Im transacciones por fallas en los sistemas de pago de terceros.

El plazo pat a aplicar la reversión del pago será de ¡5 días desde la fecha en que el consumidor
presentó su reclamo (...)

La reversián de pagos,,así regulada en el; ártíeüIo l3-D letra b) de la LPC, se eneucntra deliráliado a

ciertas condiciones, entre ellas, que la entrega del bien o ja prestación del servicio queda sujeta; á una

condición suspensiva. Las partes de común acuerdo, y documentarán la decisión que la entrega del bien

o laprestacióndel servicio a la que está obligado el proveedor en la relación contractual, queda suspendida

hasta el acaecimiento de una; fecha, en.;la que en un determinado lugar deberá cumjrlir con la prestación

objeto del contrato, quedando así ei proyeedor después de la entrega del bien, o prestación del sen'icio,

como cumplidor de:su obligación contractual.

Entonces, en el contexto de la EPG, la feversión de págoS es la posibilidad libre y unilateral que tiene

el consumidor de dejar sin efecto la transacción, porqué así ló reconoce la ley, para que los consumidores

actúen en caso que el pcóducto o servicio adquirido,; no sea recibido'; que el producto entregado no

corresponda a lo solicitado o sea defectuoso; o en caso que el proveedor realice cobros que no

corresponden a lo pactado debido a fallos en las pasarelas de pagos o fraude realizado por terceros;

poniendo a su disposición, inedios jw^^^ que le permitan ílilrar el contenido de los sistemas de

comunicación: o acudir a la Defensoría del Gonsumidoi; regulación sumamente importante no solo para

consumidores, sino tanibién para proveedóres, que pictendcn comercializar a través de la web.

Finalmente, la citada nórmativa requiere que el consumidor,debe interponer su Tecíamó de reversión

de pagos dirigido al proveedor, quien cuenta con un plazo de 15 dias desde la fecha en que el consumidor,

presentó su reclarno, páfá aplicar ía reversión del pago. En caso de negativa o silencio por parte del
proveedor, el eonsumidor podrá dirigirse idirectamente a la Dcfcnsoría del Consumidor, a interponer su

denunéia, anexando el coniprobante de presentación de su reclamo de reversión de pago, como un:;

;requ¡sitp deprocesabilidad de su deniinéia.

Dado que ja reversión, como mecanismo para la devolución del dinero bajo los presupuestos de lá:

letra:b) del art. 13-D, se íraduce en un derecho a favopdél consumidor. rCsúlla importante señalar qué este

derecho aplica tanto pará biénes no entregadós corrió pára servicios no prestados y la dcvolucióñ del

dinero tiene determinadasprerrogativas: a) Debe ser íntegra, es decir, debe corresponder al precio de venta

del bien y debe ser libre dé;gravámenes, de modo que el proveedor o el productor no podrán a su arbitrio



descontar costos operátivóis u otros a:duciendo eí ejercicio del derecho; y b) Debe ser independiente de los

costos o gastos conexos.

En resumen, la configüráción cíe la infracción muy grave consignada en el artículo 44 de la l.,PC: "k)

negarse a hacer la devolución del idinero, cuando el consumidor haya ejercido el derecho de (...)■

reversión de pagos" supone, en primer lugar, c]ue el consumidor ha déeididó no continuar con la
contratación con el proveedor; en segundo lugar, que el consumidor ha erogado una cantidad de dinero

en virtud de dicha contrátación; y, en tercer lugar, la negativa del prcweedor a entregar al consumidor la

cantidad de dinero pagada. Dicha negativa puéde darse: a) de forma expresa, por ejemplo manifestando
el proveedor que no existe el derechorireversión de pagos, que no existe cantidad de dinero que devolver,
que la cantidad a devolver es distinta a la correspondiente según la ley y los términos de la contratación,
rehúse a devolver el dinero que corresponda, ofrezca productos o servicios diferenles o adicionales como

medio de pago; o, b) de forma tácita o por omisión, por ejemplo cuando el proveedor deje de reconocer
el derecho: a reversión de pagos, no admita sü existencia, esquive o simplemente no responda al
eonsumidor por la sol icitud- de devolución correspondiente. De comprobarse la Comisión de tal infracción,
su consetmenciá juridiéa es la estipulada en el artículo 47 de la LPC, siendo la multa hasta de quinientos
salarios mínimos urbanos en ta industria.

V. CONTESmCION DE LA PROWEDORA DENUNCIADA

A. Se siguió el procedimiento cottsignado eri los artículos 143 y siguientes de la: LPC, la proveedora
ejerció su derecho de defensa, mostrándose parte por medio-de escrito firmado por el Licenciado

en su calidad-de apoderado de INVERSIGNES INMOBILIARIAS: ITALIA, S.A.
DE C.V., (fs. 53); mediante el cual contestó en sentido negativo la audiencia.conferida en la resolución
de inicio del presente procedimiento, manifestando en síntesis que no es cierto que su poderdante se
"niegue '' a liacer la devolución del dinero que reclama el consumidor, ya que en diferentes ocasiones han
tratado de devolver la cantidad que reclama el consumidor, sin que este haya aceptado dicha devolución
puesto que argumenta merecer una cantidad mayor a la que él mismo pagó.

Así mismo se recibió escrito firmado por el referido profesional (fs, 63-64) por medio del cual
contestó audiencia de apertura a prueba, y ofrece medios probatorios por medio de los cuales pretende
acreditar los extremos alegados, entre ellos la declaración de testigo para probar qué la sociedad ofreció
la devolución del dineró al consumidor, y que, este último, no las aceptó. Con el mismo fin mencionado,
solicitó también que se citara al eonsumidor para que rinda declaración de parte contraria.

B. En atención a |a proposición de prueba testimonial, para este Tribunal resulta necesario citar lo
di.spüesto en.el artíeulo 354 del Código frocesal Civil y Mercanííl-en adelante CPCM-, acerca del objeto



de la pitieba de inteirogáiGiáó de testig "Las panes podfán propoñer, como,medio de prueba, que
presten deelaracíón én eí proceso las personas qm,/sm ser parles, pudieran tener eonocimienío de íos

hechos cóntróVerfidos que son objeto de la prueba ": Én ese seiiílido, la declaración testimonial debe

guardar relación con el objeto del proceso, y ser idónea para cóniprobar los hechos controvertidos; en

caso contrario,.deberá deelararse inadniíisible.

Al respecto, el artieiiio 019 del CPCÍ9I señala; No deberá admuirse aquella prueba que, seqún Las
reglas y criterios razonables, no sea idónea o resulte sUperJfJua para comprobar los hechos

controvertidos" ip\ resaltado es propioj. Pór tanto, las partes pueden ófrecer o solicitar la producción de

algún medió probatorio, para desvirtuar o eonfírmai los hechos ob|etó de controversía, siempre y cuando

se trate dé prueba pertinente y eonducente, estó es, que güardé relación con las: Gircunstancias de

contenido, tiempo y forma de los hechos en cuestión.

En línea con lo anterior, la Sala de ló Contehcióso Administrativo de la Corte Suprema de Justieía:

en la sentencia de fecha 24/0272014, de réferehc¡á 25S-2010, ha señalado que: "La conducencia as M

idoneidad legal qué dendima pruébapárd demostrar determinado hecho. Es una compui ación ehíre el

medio probatorio y la ley-. ájtn de que, Con la comparación que se haga se puede saber si el hecho se
puede demostrar én el proceso, con el empleo de este medio probatorio. . La pertinencia es la relocion de

faeto entre los hechos que se pretenden, demostrar y el tema del pfoee.m":

Esto implica además, que la prueba debe ser idónea, es decir, adecuada por su naturaleza para

comprobar o desvirtuar los hechos controvertidos, y que posea las características de ser relevante y útil

para el procedimientó. Sin.embargo, el presente procedimiento sancionatorio se inició por el sciialamientG'

de la posible cómisión ,de la infracción descrita en ei artícuío 44 letra k) de la LPC. en relación a los

artículos 4; letra b) y 13-p; letra b) de la raiamaley, por ijegaise a hacer la devolución del dinero cúahdo

el consumidor haya ejercido el derecho a la reversión de pagos, en contravención a lo dispuesto en la ley;

y por su parte, tanto la denimciada conioeí denunGiantehan incoipoiado pruebadóeunienial para sustentar

sus extremos, y del escritp preseñtado por e| apoderado de la denunciada INVERSIQNES

INMOBILIARIAS ITALIA, S.A. de G.Y., se advierte claránienle que la intención de proponer la

declaraGÍón testimóhiál de un aparenté éiVipleadó déla sociedad, así como la declaración de parte corilfariá

por parte delcónsumidórj és la de expjiear rtiás ampliamente que la denunciada le ofreció devoluciones

de dinero aleónsumidórpero que él no aceptó, pero dicho hecho pueden verse reilejado en documentaeión

más idónea como cóniuniGáción escntá qué ya fue agregada en el expediente de mérito, de tal suerte que

la déciaraeioa del testigó eomo dé otrá persona, no podría ser distinta a los hechos ya contenidos en la

docúmeníaeión que consta incórpGrádá áLexpediéhte.

V



En relación a la utilidad de la prueba^ ésta puede quedar excluida por dos razones según Sentencia

de la Sala de lo Conteneioso Administrativo, con NúraCró de Referencia 542-^2011, de fecha 08/10/2014:

"En primer íug&v, por imililidad cualitativa, Qs decir, cüando el medio de prueba no resulte adecuado por

su naturaleza para acreditar la realidad de los hechos controvertidos; aquí no se trata de criticar la

pertinencia en abstracto de un medio probatorio, sino su empleo en el caso concreto, dado; las

peculiaridades del hecho a captar o la magnitud de la prueba que se solicita. En segundo lugar, por

imitilidad cuantitativa, cuando el hecho ya se: puede considerar acreditado por una pluralidad de medios

de prueba, de distinto o del mismo tipo, de tal modo que la práctica de oíros medios sólo tendría un efecto

ad abundantiam objetivamente innecesario."

En ese sentido, este Tribunal concluye, luego de analizar los hechos denunciados, el contenido de la

documentación ya agregada y la proposición de la declaración, que no es posible señalar la audiencia

solicitada, porque lo que. se pretendía probar -que la proveedora ofreció reintegros de dinero al

consumidor- ya consta en la documentación incorporada al expediente y porque en todo caso la

declaración del testigo así como del consurnidor, no podría ser distinta al contenido de la prueba que ya

fue ineorporada, y además, no es idónea, razón, por la que se deberá declarar av;? /zygar la .solicitud de

prueba testimonial y declaración de parte contraria realizada por el apoderado de la denunciada, por

carecerde utilidad y resultar inconducente su producción, por los motivos expuestos.

C. Finalmente, respecto del resto de alegatos esgrimidos, los mismos serán analizados en los

apartados posteriores de esta misma resolución, al tener una conexión con los elementos probatorios que

constan en el presente expediente administrativo.

VI. VALORAGION DE PRUEBA/HECHOS PROBADOS

A. De conformidad con los artículos 146 de la LPC y 106 inc. 3° de la Ley de Procedimientos

Administrativos ■-^en adelante LPA-, las pruebas oportunas, pertinentes y conducentes aportadas en el
procedimiento, serán valoradas conforme a las reglas de la sana crítica; a excepción de la prueba
documental, la cuál se realizará conforme al valor tasado de la misma en el derecho común.

En ese sentido, la Sala de lo Constitucional en la resolución final pronunciada en el proceso acumulado
con número de referencia 23-2003/41-2003/50.-2003/17-2005/21-2005, de fecha 18/12/2009, en lo que
concierne al valor tasado de las pruebas mencionó: '''Cuando la 'utilización' dé la máxima de experiencia
\dcne predeterminada por la norma procesal, hablamos del sistema de valoración denominado prueba
tasada o tarifd legal; es decir, en la prueba tasada o tarifa^ legal, lo que hace el legislador es proveer una
de las máximas que deben integrarse al razonamiento probatorio del juez, como la premisa mayor del
silogismo fundamental sobre cada medio de prueba (...) el legislador señala una lista de medios de



prueba y a cada una le asigna un determinado y preciso valor prohatorío^eerteza objetiva-: es decir

que, en este caso, amparado en la seguridadppMcd, el legislador determina previamente la máxima de

experiencia, aunque con distintaJmr,^a dependiendo de la prueba de que se trate" (los resaltados sori

propios).

Dicho estPi el ait. 106 inc. 6° de la DPÁ dispóhé: "Los documentos formalizados par los funcionarios

a los que' se reconóee la cóndición de autoridad y en los que\ observándose los requisitos legales

eorrespóndientes se recojan los hechos constatados por aquellos, ¡liarán prueba dé estos salvo que se

acredite lo contrario ".

Además, el artículo 341 del CPCM determina el valor probatorio de los instrumentos, así: '"Los

instrumentos públicos constituirán prmba .fehaciente de los hechos, actos o estado de cosas que

documenten; ¡de la 0cha y personas qúc intérvieneniépél mismo, así como del fedatario o .funcionario

que lo expide. Los instrumentasprivados hacen prueba plena de su contenido y otorgantes, si no lia sida

impugnada.su auienticidad o ésta ha quedado demostrada. Si no quedó ¿lemostrada tras la impugnación,
losinstrumenips se valorarán conforme a las reglas dé la sana crítica'' (los resaltados sori propios).

Finalmeiite, el artículo 63 del Reglarnento de la LPG, viene a refot7.ar lo estipulado en el déréchó

cOmúñ al estáblécer: Lqs actas mediante tas Males los funcionarios de la Defensoria hagan constar las

acttiaeiones que realicen, harán fe, en tanto no .se demirntre con prueba pertinente y .suficiente Su

inexactiíudp . falsedad El mismo valor probatorio teridrán los inforine.s ,y oíros documentos que emitan

lOs funciondrios y empleados de la Defensóriá, en él ejercicio de sus.funcione.s:

Así, este Tribuhal valorará la prueba de conformidad a los métodos aceptados en el ordenamiento

jurídico para pósteriormehte determinar si en el presente procedimiento se ha configurado la comisipn de

la infracción regulada en el artículo 44 letra k) dé la LPC.

B, Ert el presente expediente adminístrativOj se ineórporó:ía siguiente pruebadocumentál: ¡

1. Copia de Solicitud de afíliacióti de fecha 15/02/2020 (f. 14). ■

2. Copla de Goptrato entre el señor " . e INVERSI^NiS IÑMpM
|TALIA, ;S.A,;DE.C,V. de fecha 15/02/202Q,,yanexos^p^ ■

3. Copia de recibo por la cantidad de S595.00 dólares pagados por el señor

de fecha 15/02/2020, a favor de la proveedora denunciada (f. 9).

4. Copia de carta mediante la cual el consumidor solicitó su derecho de reversión de pagos a la

proveedora, de fecha 04/09/2020 (f. 2).

i'



5. Copia de estado de cuenta de tarjeta de crédito a nombre de , en el cuál

consta detalle de compra por valor de $595.00 dólares el 09/03/2020, los cuales tienen plan de pago

en 24 cuotas de $24.79 dólares (fs. 11 -12).

yil. ANALfSIS DE LA CONFIGURAGION DE LA INFRACCION

A. Al respecto, este Tribunaí Sáneionador deberá analizár—en el caso en particular- en primer lugar,

qiie él corisurriidór haya solicitado la reversión de pagos; en segundo lugar, que el consumidor haya

pagado el precio total del bien o al menos una parte del mismo; y, en tercer lugar, la negativa de la

proveedora-de forma expresa o tácita-a entregar al consumidor la cantidad de dinero correspondiente.

Asi, y con base en los elementos probatorios señalados en el romano VI de la presente resolución, ha

quedado comprobado;

1. Lá relación contractual existente entre el consumidor y la proveedora denunciada (fs. 3 al 9).

2. Que posteriormente a la contratación el consumidor ejerció el derecho de reversión de pagos (fs.

2).

B, Conforme a los hechos probados, resulta necesario para este Tribunal, establecer en primer lugar

si el servicio fue utilizado o no, para e.stablecer si ai consumidor le corresponde ejercer su derecho de

reversión de lo pagado.

L Én el presente caso, nos encontramos ante una contratación realizada de forma presencial, en la

cual el consumidor adquirió membresía de socio en el comercio denunciado, por la cantidad de $595.00

dólares. De lo anterior, se extrae que el objeto del contrato rio fue libremente discutido, por tratarse de

una modalidad de adición, a formularios previamente establecidos, mediante el cual la proveedora daría

beneíicios al consumidor.

Este Tribunal concluye entonces, que en el presente caso el servicio adquirido no fue utilizado en

vista que las condiciones reales y las ofertadas son diferentes, por lo cual el consumidor procedió a

ejercer su derecho de reversión de pago por el mismo contrato, al momento que el consumidor

comunicó a la proveedora su voluntad de dejar sin efecto la contratación y su solicitud de la devolución

de los $59:5.00 dólares pagados. Sobre esté punto es importante aclarar, que si bien él escrito del

consumidor menciona la cantidad de "$599" dólares, de la documentación incorporada al expediente se

comprueba que lo correcto és $595.00 dólares.

La proveedora no contestó en sentido ajguno la solicitud de reversión de pago realizada por el

Gonsumidor, a pesar de ser una obligación establecida en el artículo 13-D de la LPC, incumpliendo de

forma tácita su Obligación como proveedor. Posteriormente, durante la tramitación de los medios alternos

de solución de conflictos en el CSC, la denunciada ofreció extender por un año y ocho meses más la



.f

vigeñcia del GontratOjO desvolver la cantidad de $398,65 dólares pormcdio de dos cuotas mensuales por
la cantidad de $199.32 dórares (f. 38 vuelto), es decir, que ninguna de las dos opciones cumplía con la

exigencia legal de la reversión de la totalidad de lo pagado,
2. En concordancia con lo anterior, y al Eaberse deternlin-tdo qué el servicio contratado pói el

consumidor no fue prestado, al momento en que él comunicó sii dL,seo de. dejar sin efecto la contrataeión

a la proveedora, se conclirye que sí nos enfrentamos á Hechos qúe encajan dentro de lo regulado por
el artículo la-É :letra b) de la EPC qué establecen (^uciudo los ventos de bienes o servicios se reolícen

con proveedores legalmente establecidos en el salvodor medíame comercio electrónico o cualquier dlm

modalidad decmtratacióm los proveedores de bienes o servicios deberán reversar fas pagos que soUciie
el cónstlmidoi) ciiando: (...) b) Él producto adquirido no hayasidoreeibido- o el servicio coniraiado no

haya sido pmiadd"\ y al señor sí le asistía su derecho v que ilie ejereido por

medio dé Cario con respuesta negativa de la proveedora. -

G Al éstáblecerse que el eonsurnídor estabadaGultado por ley para ejercer su derecho de reversión de

pagos, laproveedora sí estgba en la obligación de devolverle la cantidad de dinero pagada por un servicíp;

que nunca fue prestado. ÑO obstante, en el presente expediente la proveedora no acreditó con prueba;
alguna, de habér hecho efeetiva la dévólüeión del dinero al consumidor dentro de los quince días

posteriores a que éste manifestó su detecho de reversión de pagos.

Respeeto á la prueba aportada por la proveedora es imposible vincular que existiera una respuesta

afírmativa a la solicitud de reversión de pagos como maniíéstó el apoderado de la denunciada én sus!

intervenciones, puesto que las propuesitas formuladas por la proveedora que constan en el presente

expediente, no cotrespondeñ al. monto que efectivamente el consumidor pagó-por la contratación; por lo

cual no existe prueba algúha qúe permita desvirtuar los hechos denunciados por el consumidor.

D. En consecueneia, ésta autoridad eonsidera que .existe responsabilidad de la proveedora por el

Gom'etimiéntO de la infracción que se le Imputa, al "Negarse a hacer la devolución del dinero, cuando el

eonsUrmdor haya ejercido el derecho de reversión de pagos " y efectivamente se configura el ilícito

éstablccido éñ el ártículó 44 letra k) de la LPC, resultando procedente imponer la sanción conforme el

artículo 47 de la misma ley.

E, Ahora bien, el principio de culpabilidad: está reconocido por el artículo 12 dé la Constitución de la

República, q\\Q. pvcscxxbc\ e[t]odapermna a quien re impute un delito, se presumirá inocente mientras

no se pruebe su eulpabilidad conforme a la ley y en ¡uicio público, en el que .se ie a.seguren todas las

garantías necesarias para su defensa», disposición que es aplicable no solo en el ámbito penal, sino
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además en el administrativo sancionador (senteneia de inc. 3-92 Ac. 6-92 de la Sala de lo Constitucional,

doce horas del 17/12/1992).

En este sentido, la Sala de lo Constitucional respectó al principio de culpabilidad en materia

administrativa sancionadora ha expresado qaé «[ejlprincipio de ctdpabilidád en esta materia supone el

destierro de las diversasformas de responsabilidad objetiva, y rescata la operatividad de dolo y la culpa

como formas de responsabilidad. De igual forma, reconoce la máxima de una responsabilidad personal

por hechos propios, y de forma correlativa un deber procesal de la Administración de evidettciar este

aspecto subjetivo sin tener qite utilizar presunciones, legislativas de culpabilidad, es decir, que se veda la

posibilidad de una aplicación automática de las sanciones únicamente en razón del resultado producido»

(sentencia de Inc. 18- 2G08 de Sala de lo Constitucional doce horas veinte minutos del 29/04/2013).

Cabe destacar que una de; la sub-eategorías o corolarios del principio de culpabilidad, es la

responsabilidad por el hecho o responsabilidad por la acción ilícita como se denomina en la doctrina

administrativa sancionadora. Este principio implica que la sanción únicamente puede recaer a quien en

forma dolosa o culposá ha participado en los hechos que configuran una acción ilícita; así lo expone Nieto

al referir que «[ejl gravamen que Id Sanción representa que solo podrá recaer sobre aquellas [personas]

que han participádó de forina dolosa o culposa en los hechos constitutivos de infracción. Por lo tanto, no

es posible exigir responsabilidad por la sola existencia de un vinculo personal con el actor o la simple

litularidüd de la cosa o aclivldad en cuyo marco se produce la infracción. La: exigencia de

individtialización de la sanción supone un veto q la responsabilidad objetiva» [Nieto, Alejandro, Derecho

Administrativo Sancionador, quinta edición totalmente reformada, Madrid, Editorial Tecnos, p. 329,

2011]. En este orden, conforme al principio de culpabilidad solamente responde el administrado por sus

actos propios, de este modo, se repele la posibilidad de construir una responsabilidad objetiva o basada

en la simple relación; causal independiente de; la voluntad del autor. En congruencia con lo expuesto, en

el Derecho Administrativo Sancionador, debe respetarse el principio de culpabilidad, de tal suerte que el

elemento indi.spensable para sancionar un actuar, es la determinación de la responsabilidad subjetiva.

(Sentencia emitida en el proceso 90-2014 por la Sala De lo Contencioso Administrativo de la Corte

Suprema de Justicia, a las catorce horas cincuenta y uno minutos del 24/10/2019),

En relación con el tema de la responsabilidad,subjetiva de la proveedora denunciada, este Tribunal

considera necesario analizar si el sujeto ha Obrado dolosa o cuando menos culposamente; es decir, que la

transgresión a la norma haya sido querida o se deba a imprudencia o negligencia del sujeto. Por tanto, la

existencia de un nexo de culpabilidad constituye uiía condición para la configuración de la conducta

sancionable.
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En eoncerdancia con 16 anterior y para e¡ presente pSo en específico, el grado de intencionalidad, se
concluye que la proveedora INVERSiÓNES INMOBILIARIAS ITALIA, S.A. DE C.V., actuó-con

mgligmcMgrave, deljido a que constáen el expediente que tuvo conocimiento del deseo del consumidor

de tercer P derecho de reversión de pago (L 2); y a pesar de ello, no realizó ninguna acción: qüñ

garantizara la devolución efectiva del totaí ael dinero pagado por el consumidor en moneda de curso legal,
es decir en la misma naturalezia de interGarnbib que el consumidor pagó por la adquisición del servicio

objeto de la^contro.versia, én transgresión a las disposiciones de la LPC ya citadas, y además ocasionándole

así un menoscabo económico al denunciante.

VIH. PARAMETROS PARA LA DETERMINACIÓN DE LA SAÍVCIÓN

Gomo se expuso en los; acápites précedentés, se irá comprobado fehacientemente la comisicn de la

infracción mtiy grave regulada éri erártíeuió 44 letraÉj de la LPC, y es procedente la imposición de la

sanción prevista éh el artículo, 47 LPC, según los parámetros establecidos en la ley en mención.

Así, el artículo 49 dé la LPC establece los criterios para la determinación de la multa, siendo estos:

tamaño de la empresa, el impacto en jos dereehos del consumidor, la naturaleza del perjuicio causado e

grado de ateetación; a la vida, salud, integridad o patrimonio de los consumidores, el grado de

¡ntenciónalidad -dolo: o culpa- con la que procedió el infractor, el grado de participación en la acción u

omisión, cobro indebido realizado y las ciréúnstJincias eif que ésta se cometa.

A continuación, se CGneretárá cada uno de ellos, en lo aplicable al presente caso;

«. Tam0d dé lá ethpresa.

Según Ia Lc> de Fómento, Protección y Desarrollo de la Micro y Pequeña Empresa (ley Mype) en sU

artículo 3 del me a las micro y pequeñas empresas de: la siguiente manera; "Micrnempresa: Persona

natural o jnrtdiéá que opem en los diversos seetor^^^ ta economía, a través de una unidad económica

con un nivel de venías brutas anuales hasta 482 salarios mínimos mensuales de mayor cuantía y hásta

10 trabajadores. Pequeña Empresa: Persona natural o jurídiea que opera en los diversos sectores de la

eeonomía, a ltpvés de Wrqmnidadécotwmica con un nivel de ventas brutas anuales mayores a 482 y hasta

4:,8J7 salarios rnínimos ménsiiáles de mayor cuantía y con un máximo de 50 irabajadores

A partir de la, léctüra del expediente ádministrativo, no es posible encajar a la proveedora

INVERSIONES INMOBILIARIAS ITALIA, S.A. DE C.V., en ninguna de las categorías antes citadas,

por no contar este Tribunal con la documentación financiera requerida para efectuar dicho cálculo^ pese

a haberse solicitado con ártteriofidadí según,Consta en la resolución de fs. 45-46. Es deciri en el presente

procedimiénto ádministrátiVó sanCioñádof la proveedora ha mostrado una conducta procesal que

evidencia él inGumplimíeñto dé su débef á prestar la colaboración que le es requerida, para c! buen
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desarrollo de los procedimientos (artÍGulo 17 número 5 de la LPA), por haber omitido presentar la

información financiera solicitada por esta autoridad sancionadora.

Gonsecuentemehte, este Tribunal se ve impedido de cláslfiear a la proveedora de conformidad a lo

estabiecidó en los parámetros del artículo 3 de la Ley MYPE. "No obstante, lo anterior, con el objeto de

cumplir su obligación de resolver, de conformidad a los principios que rigen el impuniendi, se realizará

interpretación pro administrado, por lo que, únicamente para los efectos de la cuantificación de la multa,

se considerará a la proveedora como ffj/crocOT/jrcsm, guardando el equilibrio entre la finalidad disiiasoria

de la sanción pecuniaria y el principio de proporcionalidad de dicha medida.

h. Impacto en los derechos del coiistimidor.

En el presente caso, con la comisión de la infracción administrativa por parte de la proveedora

denunciada consistente en negarse a devolver las cantidades de dinero cuando el consumidor ejerció su

derecho de reversión de pagos—artículo 44 letra k) de la LPC—, se ocasionó una afectación a la esfera

jurídica de los derechos del consumidor denunciante, que no pudo ejercer su derecho de reversión de

pagos conforme a lo establecido en el artículo 13-D letra b): de la LPC, disposición que era aplicable para

los hechos analizado.s en la resolución de mérito.

f. La naturaleza del perjuicio causado o grado de afectación a la vida, salud, integridad o

patrimonio del consumidor.

La conducta infractora de la proveedora, ocasionó un perjuicio económico al denunciante, en razón

de que el consumidor erogó la cantidad total del precio plasmado en el contrato que asciende a la cantidad

de $593,00 dólares, de lo cual solicitó la reversión por un servicio que nunca recibió. Lo anterior supuso,

además, no Sólo la disminución en el patrimonio del consumidor que pudo utilizarlo para otros propósitos,

sino también perdió la posibilidad de eventuales beneficios económicos derivados de la referida suma.

Por otra parte, la infractora al obtener el pago total del contrato acrecentó su patrimonio y adquirió

las ventajas del dinero pagado en concepto del precio del servicio, en perjuicio del consumidor quien

nunca gozó de los supuestos beneficios del servicio contratado y que originó su petición de reversión.

d. Grado de iníencionalidad -dólo o culpa-con la que procedió la infractora.

Este Tribunal considera este elemento en el sentido de analizar si el sujeto ha obrado dolosa o, cuando

menos, culposamente; és decir, que la transgresión a la norma haya sido querida o se deba a imprudencia

o negligencia del sujeto. Por tanto, la existencia de un nexo de culpabilidad constituye una condición para

la Goníiguración de la conducta sancionable. En ese sentido, en reiteradas ocasiones se ha establecido a

través de sús resoluciónes conforme a lo dispuesto en el artículo 40 inciso segundo de la LPC, que las

infracciones administrativas son sáncionables, aún a título de simple negligencia o descuido.
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En el ©aso de mérito, la LPC instaura la obligación de la proveedora de efectuar la devolución deí
dinero, cuando el consumidor haya ejercido su derecho de reversión de pagos, no obstante, como ya se ha
inéncionado, la proveedom no atendió dicho mandamiento legal, ni,esgrimió alguna eximente válida.

De lo anterior se desprende que la referida sociedad es responsable de no adoptar las medidas

necesarias a efecto de dar cumplimiento a las obligaciones que impone la citada normativa. Es así que,
del análisis de los hechós y documentación agregada al expediente, este Tribunal determinó que la
proveedora INVERSIONES INMOBILIARIAS El ALIA, S.A. DE C.V., actuó con negligencia grave,

pues teniendo Gonocimiehto de que el; consumidor ejerció su derecho de reversión, no atendió dicha

solicitud, m éfectuó la devolución total del dinero.

c. Finalidad inmediata o mediata persegiudamn la imposición de la sanción.

Mediante la imposiGión de la muíta,este Tribunal pretende causar un efecto disuasivo' ert la infractora

INVERSIONES INMOBILIARIAS ITALIA, S.A. DÉ C.V., quien ha cometido la infracción de.scrita en

el artículo 4,4 letra ik) dé la LPOj con el fm de evitar futuras conductas prohibidas en detrimento de los

consumidores.

Por consiguiente, para la deterniinación y ciiantificación de la multa procedente, este 'fribunal debe

prever qué, en el caso cohcreto, la comisión de la conducta infractora no resulte más ventajosa que asumir

la sanción correspondiente, como consecuencia de la misma.

IX. DETERMINACION DE LA SMCÍDN CUANtlFlCACION DE LA MULTA

Tal como se expuso en el apartado Vil de esta resolución, la proveedora INVERSIONES

INMOBILIARIAS ITÁLIÁ, .S.A. DE C.V., cometió la infracción muy grave regulada en el artículo 44

letra k) de la LPG, al negarse a devolvetel dinero cuando el consumidor ejerció el derecho de reversión

de pagos; y de acueMo aL artículo 43 dé ja LPC, las infracciones calificadas como muy graves se

sancionarán con multa hasta de 5Q0 salarios mínimos mensuales urbanos en la industria. ■

Conforme al análisis arítes expuesto, Corisiderando los principios de disuasión, proporcionalidad y

razonabilidad que deben sustentar la imposición d.e la sanción, y de conformidad con lo regulado en el

artículo 139 número 7 de la LPA esté Iribunál SanciOnador ha decidido imponer a la pi-oveedora una

multa dehtrO del margen estipulado por ley como consecüéneia para la comisión, de las infracciones de tal

gravedad.

/f

'  Lgjgttpfóri admim'slraliva,,^^^ una finalidad ptiblicaporparle del Eslado. que.es désíncenlivarcondiicías ilíct/as; raacmpof:
la cual no admite como motivación posible un afán-retrihutivo a favor delpariieiilar interesado. En talsenttdo, es ta propia Admmisiración
CútíUca la encargada de establecer Idprócedcnclayinaturaleza de ¡a sanción a imponer, aslcomo la cuantía, de. ser el casa. de. modo tal
que.cumplacon losftnes públicos ames citados'". Resolución, Final N" 0S-2020/CC2 cniitida el 07/01^020 porla. Comisión de Rrolccejóiv
al Consumidor N°¿ Sede Central del Instilulp Nacional de Dcícns i de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intcicaiial de
Perú;
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Mrcs^to, es importante señalar que las saneiones en materia de consumo tienen doble finalidad;

por un lado, corregir al que ha realizado la práctica ilegal y, por otro, evitar que se sigan cometiendo

conductas prohibidas en detrimento de los consümidores (carácter disuasivo de la sanción).

En tai sentido, en el presente caso, se debe tomar en cuenta el daño que la infractora ocasionó al

consumidor por la cóndticta cometida ($595.00 dólares según documentos de folios 3 al 5 y 12), con el

propósito de cumplir con la finalidad perseguida por el legislador y con el objeto de establecer el monto

mínimo base que la multa a imponer podría llegar a tener, de modo que, en el presente caso no podría

sancionarse a la proveedora por una suma menor de la cantidad a la que asciende el presunto daño

ocasionado al consumidor.

Por consiguiente y en virtud del impacto en el derecho del cónsumidor, la naturalezá del perjuicio

ocasionado o grado de afectációni al mismo ($595.00), el grado de intencionalidad con la que procedió la

infractora este Tribunal impone a la proveedora INVERSIONES INMOBILIARIAS

ITALlAj S.A. DE C.V., por la comisión de la infracción regulada en el artículo 44 letra k) de la LPC, por

"Negarse a realizar la devolución del dinero, cuando el consumidor haya ejercido el derecho (...) de

reversión de pagos ", en relación con el artículo 13-D letra b) de la misma ley, una multa de DOS MIL

QUINÍENCOS OCHENTA Y CINCO DOLARES CON CUARENTA Y CUATRO CENTAVOS

DE DÓLAR DE LOS ESTADOS UNIDOS DL AMÉRICA ($2,585,44) equivalentes a ocho meses con

quince días de salario mínimo mensual urbano en Ja industria, por la comisión de la inífacción regulada

en el artículo 44 letra k) de la LPC, por ''negarse a hacer la devolución:del dinero, cuando haya ejercido

el derecho de(...) reversión de ipago", según se ha establecido en el presente procedimiento

administrativo.

E.stablec¡do lo anterior, es menester señalar que, la multa impuesta representa el 1.7% dentro del

margen máximo estipulado por ley cOino consecuencia para la comisión dé tal infracción-—500 salarios

mínimo.s urbanos en el sector industria—, .siendo, a juicio de este Tribunal, proporcional a la gravedad

que comportan los hechos, según las ■eircünstaneias objetivas y subjetivas previamente analizadas.
X. REPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN ALTERADA

El consumidor, solicitó: 'Ha devolución de lo pagado que es por un monto de $595.00, ya que no ha
hecho uso del servicio desde la coniratación En virtud de lo anterior, es necesario señalar lo
siguiente:

A. Concerniente a la reposición de la situación alterada por la conducta infractora, ;la letra c) del
artículo 83 de la LPC, expresamente señala qué dentro de las atribuciones de este Tribunal se encuentra:
'Y o) (prdenár al infractor, en los casos de afectación a intereses individuales, colectivos ó difusos, la
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reposimondehmaciÓn.ülteradapor láir0-accm^ ^ orif^inaí Entre lasn^^di^spara
la reposición d& la situación aderada podrán ordmarse, ia suamiciórídel bien; la devolución de ib
cobrado'indobidainÉ'nle ó la rebaja clelpreeio.

B. Sigui^ido el mismo orden de ídeasv la Sala de lo Constitucional _SC- por medio de sentencia
definiti>ía pronürieiáda en' el prpeeso desamparo referencia 1 11 -2002, señalo que ̂ La restitución de las
cosas ül estado en que se enconirában: antes de la violación, no debe entenderse únicamente desde el
panto de vistaJsieo, sino desdeunaperspectivaJurídiea-patritnonial como efecto directírdeja^sentencia
estimatoría'K

En el mismo sentido, la Sala en rnériGÍón,.en la sentencia definitiva dictada en el proceso de amparo;
refereneia 73-2000, mma quéi reconocida la existencia de un agravio en la esfera Jurídica del
demandante, la edmcn&icid lógica es: reparar eUdaño, restaurando las cosas al estado en que se
encontraban antes déla ejéeución del acto viol^qriode^rechos. Agrega que las sentencias pueden tener

distinto caráetef, dependiendo del soporte jurídico y fáctiéo de la pretensión.
De igual ferma, la Sala de lo Contencioso Aditiinistrativo, por medio de Ja sentencia definitiva

pronunciada a las; diez horas treinta minutos del 19/05/2008, en el prOeesO referencia 130-2006; afim
que el objeto de la normativa de GOnsümo. hacc icferencia a la piotección de los derechos de los

consumidores, aefecto de procurar el equilibriO;< crtc/a v segundad jurídica en las relaciones de consumo
con (os proyeédorés.

En respeto al principio de legalidad y con la darle cumplimiento al artículo 101 de la
Constitución y a lOs;principios y directrices de lasKlaciones Unidas para la protección del consumidor,
que ante los hechos acaecidos a partir de Ja feeha de entradaonvigehCja dé la LPC reformada, y ante:üna
eventual resolución definitiva estlmatoria a la pretensión.de lOs consumidores, este Tribunal está obligado
por ley a ordenar la reposición de la situación alterada por la infracción, según lo dispuéstO ert eíartículo

83 letra c) de la LPC.

G. Conforme al artículo 4 létrá b) de la LPC la titularidad del derecho a ser protegido de cobros por
servicios no prestados, le corresponde al consumidor como un derecho irrenunciable de acuerdo al artículo

5 de la.mismá ley, siendOprocedente ordenar la reposición de la situación alterada de conformidad a la;

pretensión del consumidor, la cual consiste en la devolución del monto pagado, por haber ejercido su

derecho dé reversión de pago.

En consecueneia, en virtud de lo expuesto en el presente apartado y sobre la base del análisis expuesto

eji los apartados precedentes de esta misma resolución así epmo de la prueba incorporada en el presente

expediente, este Tribunal considera procedente ordenar a la proveedora INVERSIONÉS
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INMOBÍLI ARI AS ÍTALlA, S.A. DE C.V., devolver al consumidor

la cantidad de QUINIENTOS NOVENTA Y CINCO DÓLARES DELOS ESTADOS UNIDOS DE

AMÉRICA (S595.ÓÓ), por los servicios contratados que no fueron prestados y por los cuales el

consumidor solicitó la reversión de pagos a la denunciada.

XI. DECISION

Por tanto, sobré laIbáse de lO ánteriormenté expuesto y con fundamento en los artículos TI, 14, 101

inciso 2° de la Constitución de la Repfiblica; 13-D, 44 letra k), 47,49, 83 letras b) y c), 144 y siguientes

de la LPC; 218 y 314 Ordinal 1° del CPCM; y 17 número 5, 1 12, 139 y 154 de la LPA, este Tribunal

RESUELVE:

a) Samiómse a la proveedora INVERSIONES INMOBILIARIAS ITALIA, S.A. DE C.V., con

la cantidád DOS MIL QUINIENTOS OCHENTA Y CINCO DÓLARES CON CUARENTA

Y CUATRO CENTAVOS DE DÓLAR DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA

{S2,585.44), equivalente.s a'ó¿7?o meses éúh quince días de salario mínimo mensual urbano en la

indiisíria-^D.É. N° 6 del2l/l2/2017, publicado en el D.O. N° 240, tomo 417 del 22/12/2017—

eít concepto de multa por la comisión de la infracción regulada en el artículo 44 letra k) de la

LPC, por lio devolver el dinero pagado por el consumidor

cuando ejerció su derecho de reversión dé pagos conforme al análisis expuesto en los romanos

Vil y VIH de la presente resólución y con fundamento en las disposiciones legales precitadas.

b) Ordénese a la proveedora: INVERSIONES INMOBILIARIAS ITALIA, S.A. DE C.V.,

devolver al consumidor , la cantidad de QUINIENTOS

NOVENTA Y CINCO DÓLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA (S595.00)

por los servicios contratados que no fueron prestados y por los cuales el consumidor solicitó la

reversión de pagos a la denunciada, conforme al análisis expuesto en el romano X de la presente

resolución.

La presente re.soluGÍón deberá, ser cumplida dentro de los diez días hábiles siguientes a la

notificación respectiva, debiendo comprobar su acatamiento a este tribunal dentro del plazo

indicado. La multa impuesta deberá hacerse efectiva en la Dirección General de Tesorería del

Ministerio de Hacienda, dentro del referido plazo; caso contrario, la Secretaría de este Tribunal

certillcará la presente resolución para ejecución forzosa conforme a los procedimientos comunes.

c) Ordénese,a la Secretaría de este Tribunal certificarla presente resolución al consumidor

denunciante, para las acciones legales que estime convenientes.
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d) Hágase del óanoctmiemü de ím e(i cumplimiento al artículo 104 de la I.PA y
de conformiddd a los artículos 132 y 133 de la misma ley, la presente resolución admite recurso

de reconsidéráción el cual puede ser interpuesto ante este mismo Tribunal Sancionador de la

Dcfcnsoua del Consumidor, dentro del plazo de diez días hábiles contados a partir del día
siguiente a la notificacMn de Itopresente resolución, en la dirección siguiente; T. Calle Poniente

y Pasaje "D^" #5143, CoJohiá Escálóñ, San Salvador.

•©)■ Not0qmse.

José Leoisick Castró
Presidente

¿íí'Pablo ^ "zc
Primer

aya Mcléndez
ivocal ■

PRONUNCIADA PÓR LQ^NjÍEMBROS DEL TRIBUNA f SANCIONADOR DE LA
DEFENSORÍA DELfeONSpVtÍDOR QUE LA SUSCRIBEN.

Juan Cabrios Ramírez Cienfuegop
!  Segundo vocal

^■SANí "

Secretario, ibilnai Sanci

;■ :LM/MP
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